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TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / REQUISITOS / LA PETICIÓN DEBE SER RAZONADA, COMPRENSIBLE, RESPETUOSA Y EN ESPECIAL VIABLE PARA QUE OBLIGUE A UNA RESPUESTA.
… como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante…
… a pesar de las exigencias que a nivel jurisprudencial se han trazado con respecto a la efectividad del derecho fundamental de petición, específicamente en relación con el deber que recae sobre la autoridad ante la cual se eleva el requerimiento, de suministrar una respuesta de fondo, congruente y clara frente a lo pedido, no podemos perder de vista que también al ciudadano que acude a dicha figura le asiste el deber de presentar, en la medida de sus posibilidades, una petición que resulte razonada, comprensible, respetuosa y en especial viable, pues la garantía que tenemos los asociados del territorio colombiano de presentar peticiones ante las autoridades por motivos de interés general o particular, no se traduce en la posibilidad de apelar a dicho mecanismo en pro de intereses infundados o caprichosos.
Además, es importante tener de presente que el artículo 19 de la ya aludida Ley 1755 de 2015, nos enseña que quien incoa un derecho de petición ante las autoridades, debe velar porque el contenido de la misma no vaya a ser irrespetuoso, oscuro o reiterativo, so pena de rechazo: “Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o de peticiones que se hubieren negado por no acreditar requisitos, siempre que en la nueva petición se subsane.”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, diecisiete (17) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 
Hora: 2:30 p.m.  
Aprobado por Acta No. 823  
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO CAFETERA COFINCAFE, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 5 de agosto de 2019, por medio del cual se tuteló el derecho fundamental de petición invocado por el señor LEONARDO FABIO TREJOS, por intermedio de apoderado judicial.
ANTECEDENTES:
Se tienen como relevantes los siguientes: 
Narró el accionante que a través de varios derechos de petición, ha pretendido que se le reconozca a su mandante, señor Leonardo Fabio Trejos, una indemnización económica derivada de una póliza de vida donde funge como tomador “Cofincafé” para la Aseguradora Solidaria de Colombia, entidades que se han mostrado renuentes a entregar información completa para poder acceder a dicha indemnización. 
El 4 de junio de 2019 elevó solicitud ante la Aseguradora Solidaria de Colombia, por medio de la cual pidió que le informaran quién fue la persona que diligenció el Formulario de Declaración de Asegurabilidad firmado por la señora Blanca Nubia Galeano. Sin embargo, a dicho requerimiento se le dio respuesta incompleta.   
PRETENSIONES:
Pretende la parte accionante con el presente trámite, que en un término no superior a 48 horas, se le informe “quién presuntamente diligenció o de quién es la presunta letra del Formulario de Declaración de Asegurabilidad, firmado por la señora Blanca Nubia Galeano”. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

Admisión: 

El conocimiento del presente asunto, le correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho que avocó el conocimiento de la actuación por medio de auto del 24 de julio de 2019, a través de cual ordenó correr traslado de la demanda de tutela y sus anexos a la Cooperativa de Ahorro y Crédito Cafetera y la Aseguradora Solidaria de Colombia. 

Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, la Cooperativa de Ahorro y Crédito Cafetera se pronunció sobre el asunto, afirmando lo siguiente: 

· Que en la presente acción se presentó el fenómeno de la temeridad, por cuanto el libelista había promovido idéntica acción en contra de esa entidad, la cual fue resuelta de manera desfavorable por parte del Juzgado 5º Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, trámite que se identificó con el Nro. de radicado 2018-00467. 
· Que en la solicitud de asociación, y también en la solicitud individual para seguro de la señora Blanca Nubia Galeano, dicha ciudadana dispuso en vida que su beneficiaria fuera la señora Xiomara Alejandra Orozco Galeano, y además consignó allí que estaba divorciada, además, en ningún momento hizo alusión al señor Leonardo Fabio Trejos.  

Sentencia: 

Tras el estudio de la situación fáctica planteada, la Juez de conocimiento concluyó que sí había sido vulnerado el derecho fundamental de petición del accionante, toda vez que la respuesta que se le ofreció con respecto a su solicitud, no había atendido los términos en los cuales ésta se suscribió, es decir, carecía de claridad y congruencia, porque lo que allí se pedía era muy claro, y no era otra cosa que “informar quién diligenció el Formulario de Declaración de Asegurabilidad, firmado presuntamente por la señora Blanca Nubia Galeano”.   

En ese orden, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 5 de agosto de 2019, ordenar a la Cooperativa de Ahorro y Crédito Cafetero COFINCAFE y a la Aseguradora Solidaria de Colombia que a través de sus representantes legales, y en el término de 5 días, resolvieran de fondo, de manera clara, precisa y congruente la solicitud presentada por el accionante el 4 de junio de 2019.  
IMPUGNACIÓN:
Inconforme con la decisión de instancia, la Cooperativa de Ahorro y Crédito Cafetero COFINCAFE presentó dentro del término oportuno un escrito mediante el cual la impugnó. La tesis de su discrepancia consiste en afirmar básicamente que carece de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que desde el traslado de la acción se puede advertir que el accionante jamás radicó en esa entidad un derecho de petición, sino que por el contrario, la solicitud que motivó esta acción se impetró ante la Aseguradora Solidaria de Colombia. 
Pidió en consecuencia que se revoque la decisión de primer grado, o que por lo menos se modifique aclarando que esa entidad no tiene el deber de pronunciarse frente a la petición incoada por el accionante. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017.
· Problema jurídico:  
En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si la sentencia de primera instancia fue acertada al conceder la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor Leonardo Fabio Trejos, y si fueron o no apropiadas las órdenes dictadas para conjurar la vulneración del derecho fundamental de petición del accionante. 
· Solución: 
El artículo 23 de nuestra Constitución, establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  

En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado pacíficamente la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante: “c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. (…) d)… la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)
”.
Por otro lado, la Ley 1755 de 2015, por medio de la cual se regula lo concerniente al derecho fundamental de petición, estableció en su artículo 1° (sustituyendo el Canon 14 de la Ley 1437 de 2011) los términos con que cuentan las entidades para resolver las distintas modalidades de petición, así: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.”

En el caso que ocupa la atención de la Sala, está demostrado que el señor Leonardo Fabio Trejos, por intermedio de su apoderado judicial, elevó derecho de petición ante la Aseguradora Solidaria de Colombia en las calendas del 4 de junio de 2019
, mediante el cual pidió que se le informara quién fue la persona que elaboró o diligenció el Formato de Asegurabilidad signado por la señora Blanca Nubia Galeano, como causante de una póliza de vida a la que considera tener derecho. 
Sin embargo, tiene esta Sala para decir que a pesar de las exigencias que a nivel jurisprudencial se han trazado con respecto a la efectividad del derecho fundamental de petición, específicamente en relación con el deber que recae sobre la autoridad ante la cual se eleva el requerimiento, de suministrar una respuesta de fondo, congruente y clara frente a lo pedido, no podemos perder de vista que también al ciudadano que acude a dicha figura le asiste el deber de presentar, en la medida de sus posibilidades, una petición que resulte razonada, comprensible, respetuosa y en especial viable, pues la garantía que tenemos los asociados del territorio colombiano de presentar peticiones ante las autoridades por motivos de interés general o particular, no se traduce en la posibilidad de apelar a dicho mecanismo en pro de intereses infundados o caprichosos. 

Además, es importante tener de presente que el artículo 19 de la ya aludida Ley 1755 de 2015, nos enseña que quien incoa un derecho de petición ante las autoridades, debe velar porque el contenido de la misma no vaya a ser irrespetuoso, oscuro o reiterativo, so pena de rechazo: “Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o de peticiones que se hubieren negado por no acreditar requisitos, siempre que en la nueva petición se subsane.”
De acuerdo a lo anterior, debemos tener en consideración que según los documentos puestos en evidencia por parte de una de las involucradas en su contestación al traslado de esta acción, como es Cofincafe, la parte accionante se ha mostrado insistente en acceder al pago de una indemnización causada por la señora Blanca Nubia Galeano a través de un seguro de vida, tal y como lo reconoció el libelista en su escrito, pero lo que sucede es que al parecer en dicho formato el señor Leonardo Fabio Trejos no figura como beneficiario del mismo, pues al momento de su elaboración la signataria cedió el derecho a otra persona, razón por la que ahora el tutelante quiere que se le indique de manera expresa quién fue la persona que elaboró el documento, como si su interés se tratara, más allá de obtener una simple información, de tachar como ilegítimo el documento.
Así las cosas, en sentir de la Sala, la petición del accionante resulta inadmisible; en primer lugar, porque de manera reiterada se le ha hecho entrega de las copias de los documentos que en esas entidades suscribió en vida la causante de los derechos reclamados; en segundo lugar, si es que él tiene dudas frente a la legitimidad, veracidad o legalidad de dichos documentos, lo pertinente sería atacar su contenido a través de las acciones penales a que haya lugar, o acudir de manera particular a un estudio de grafoscopia y lofoscopia para absolver sus dudas al respecto; y en tercer lugar, porque es insensato pensar que la entidad pueda conocer quién fue la persona que llenó el formulario que posteriormente firmara la señora Blanca Nubia Galeano, o que tenga la competencia y la aptitud para dar fe de que en efecto fue o no esta dama quien lo diligenció.  
Frente al tema, la Corte Constitucional ha sostenido que: 

“… las exigencias sustanciales de la respuesta, que en últimas se resumen en el hecho de que la misma sea de fondo
, no podrían desconocer la incidencia de eventualidades que obstaculicen o impidan su cumplimiento, en vigor de aquella máxima del derecho que ordena: “nadie está obligado a lo imposible.” En este sentido, cuando se aduzcan motivos que reflejen la imposibilidad de la administración para dar respuesta a la petición con base en circunstancias que desborden las posibilidades y la voluntad del sujeto, ora porque se trate de asuntos de competencia privativa de otra autoridad, ora porque acaezcan hechos que sobrepasen la esfera de dominio humano, éste estaría eximido de la obligación de ofrecer una respuesta materialmente conexa.  

Sobre ese punto se ha precisado que “una cosa es que resulte violado el derecho de petición cuando no se resuelve material y oportunamente acerca de la solicitud presentada y otra muy distinta que, ya respondido lo que la autoridad tiene a su alcance como respuesta, el peticionario aspire a que se le conceda forzosamente y de manera inmediata algo que resulte imposible (...)El derecho de petición no ha sido vulnerado y, por tanto, no cabe la protección judicial, pues la acción de tutela tampoco es procedente para alcanzar efectos fácticos que están fuera del alcance de la autoridad contra la cual se intenta.”
.
 

Por último, habrá de decirse que le asiste la razón a la entidad impugnante al asegurar que carece de legitimación en la causa por pasiva en ese asunto, puesto que según los elementos de prueba arrimados por el accionante junto con su escrito de tutela, se puede concluir fácilmente que el derecho de petición fue incoado ante la Aseguradora Solidaria de Colombia y no ante la Cooperativa de Ahorro y Crédito Cafetera, por lo que ninguna razón tenía el Despacho de primer grado para ordenarle a esta última que diera respuesta a una petición que apenas vino a conocer con el traslado de la presente acción. 
Atendiendo lo dicho hasta ahora, no le queda a esta Colegiatura otra alternativa diferente que revocar la decisión de primer grado, ello porque a la luz de lo dicho, no hay violación a derechos fundamentales de la parte actora, por tanto la acción constitucional resulta improcedente por inexistencia de la acción u omisión vulneradora de esas prerrogativas constitucionales. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, y en su lugar NEGAR la protección del derecho fundamental de petición reclamado por parte del señor LEONARDO FABIO TREJOS en contra de la ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: DESVINCULAR de la presente acción a la COOPERATIVA DE AHORRO Y CRÉDITO CAFETERA COFINCAFE
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sentencia T-219 de 2001.


� Ver folio 5. 


�De hecho, en una de las primeras sentencias al respecto, la T-477 de 1993, se afirma que “su núcleo esencial se concreta en dos aspectos, el primero de ellos consiste en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y en segundo lugar, que exista una respuesta de fondo a la petición planteada, sin importar que la misma sea favorable o desfavorable a los intereses del peticionario.”   


� Sentencia T-464 de 1996


� Sentencia T-875 de 2010





Página 5 de 7

